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Ámbito de aplicacion
ARTÍCULO 1°.- Ámbito de aplicación

a)

Las disposiciones de esta ley se aplicarán directamente a:

(i)

La Administración Pública nacional centralizada y descentralizada, sin 

perjuicio de lo que dispongan las leyes especiales.

(ii)

Los órganos del Poder Legislativo, del Poder Judicial y del Ministerio 

Público de la Nación, cuando ejerzan función administrativa.

b)

También se aplicarán, en forma supletoria los Títulos I, II y III:

(i)

A los entes públicos no estatales, a las personas de derecho público no 

estatales y a personas privadas, cuando ejerzan potestades públicas 

otorgadas por leyes nacionales.

(ii)

A los procedimientos administrativos regidos por leyes especiales que 

se desarrollen ante los órganos y entes indicados en los sub-incisos 

(i) y (ii) del inciso a) precedente.



Principios y requisitos del 

procedimiento administrativo 

Nuevo titulo

• Son principios fundamentales del procedimiento

administrativo, la juridicidad, la

razonabilidad, la proporcionalidad, la buena

fe, la confianza legítima, la transparencia, la

tutela administrativa efectiva, simplificación

administrativa y buena administración. En

función de ello, los procedimientos regidos en

esta Ley se ajustarán, además, a los siguientes

principios y requisitos:



Derecho a un plazo razonable-

nuevo

• Que los procedimientos administrativos tramiten

y concluyan en un plazo razonable, por decisión

escrita y expresa. La Administración está

obligada a dictar resolución expresa y a

notificarla en todos los procedimientos

cualquiera que sea su forma de iniciación.



Celeridad, economía, sencillez, 

eficacia y eficiencia en los 

trámites. Gratuidad. Buena fe 

(términos nuevos)
• Celeridad, economía, sencillez, eficacia y eficiencia
en los trámites. Los recursos y los reclamos
administrativos deberán tramitar y sustanciarse
íntegramente por el órgano de grado que deba
resolverlos, excepto en el caso de recursos o reclamos
dirigidos al Poder Ejecutivo Nacional.

• Los trámites administrativos, incluyendo los recursos,
reclamos y demás impugnaciones, serán gratuitos, sin
perjuicio de la obligación del interesado de sufragar
los honorarios que pudieren corresponder a sus letrados
y representantes y a los peritos que él proponga.

• Tanto la Administración como los administrados deberán
obrar con buena fe y lealtad en el tramite de los
procedimientos.



Eficiencia Burocrática

• Los interesados no estarán obligados a aportar
documentos que hayan sido elaborados por la
Administración Centralizada o descentralizada, siempre
que el interesado haya expresado su consentimiento a
que sean consultados o recabados dichos documentos.

• La Administración podrá recabar los documentos
electrónicamente a través de sus redes o bases
estatales o mediante consulta a las plataformas de
intermediación u otros sistemas habilitados al efecto.

• Cuando se trate de informes ya elaborados por un órgano
administrativo distinto al que tramite el
procedimiento, éstos deberán ser remitidos en el plazo
de DIEZ (10) días a contar desde la solicitud.



Los plazos nuevas regulaciones

• Se computarán a partir del día siguiente al de la
notificación, en la que deberá hacerse saber al interesado
los recursos administrativos que se pueden interponer contra
el acto notificado y el plazo dentro del cual deben
articularse los mismos o, en su caso, si el acto agota la
instancia administrativa. La omisión total o parcial de
estos recaudos determinará automáticamente la invalidez e
ineficacia de la notificación. (se reforma el Dto
reglamentario en este sentido, no puede subsanarse)

• Salvo que se hubiese fijado un plazo menor, en caso de
interposición de recursos que deban ser resueltos por un
órgano superior del que dictó el acto, el plazo para la
elevación del expediente será de cinco (5) días. La omisión
del cumplimiento de este plazo se considerará falta grave
del funcionario que deba proceder a dicha elevación. Toda
elevación de actuaciones será notificada a las partes del
procedimiento. (nuevo)



• Antes del vencimiento de un plazo podrá la
Administración de oficio o a pedido del
interesado, disponer su ampliación, por el tiempo
razonable que fijare mediante resolución fundada y
siempre que no resulten perjudicados derechos de
terceros. La denegatoria deberá ser notificada por
lo menos con dos (2) días de antelación al
vencimiento del plazo cuya prórroga se hubiere
solicitado; en caso contrario, el plazo quedará
automáticamente prorrogado hasta dos (2) días
después de que se haga efectiva la notificación de
lo resuelto respecto de la prórroga.



• Sin perjuicio de lo previsto en el parágrafo anterior, la solicitud de
vista de las actuaciones producirá la suspensión de todos los plazos para
presentar descargos, contestar vistas, citaciones, emplazamientos o
requerimientos, interponer recursos o reclamos administrativos, o promover
acciones o recursos judiciales, salvo los de prescripción, desde el
momento en que se presente la solicitud, y se extenderá por todo el plazo
fijado para tomar la vista, el cual en ningún caso podrá ser inferior a
diez (10) días.

• Cuando las normas no fijen un plazo máximo para resolver, éste será de
sesenta (60) días, una vez que esté en condiciones de ser resuelto por el
órgano competente.

• En todo caso, se informará a los interesados del plazo máximo establecido
para la resolución de los procedimientos y para la notificación de los
actos que les pongan término, así como de los efectos que pueda producir
el silencio administrativo.



Denuncia de ilegitimidad

• Una vez vencidos los plazos establecidos para
interponer recursos administrativos, se perderá el
derecho para articularlos; ello no obstará a que
se considere la petición como denuncia de
ilegitimidad por el órgano que hubiera

• debido resolver el recurso, salvo que éste
dispusiere lo contrario por motivos de seguridad
jurídica o que, por estar excedidas razonables
pautas temporales (las que en ningún caso podrán
exceder ciento ochenta (180) días desde la fecha
de notificación del acto), se entienda que medió
abandono voluntario del derecho. (nuevo establece
plazo)



Interrupción de plazos por articulación de 

recursos administrativos o acciones 

judiciales (agregado)

• La interposición de reclamos o recursos administrativos
interrumpirá el curso de todos los plazos legales y
reglamentarios aplicables, inclusive los relativos a la
caducidad y prescripción, aunque aquéllos hubieren sido
mal calificados, adolezcan de defectos formales
insustanciales o fueren deducidos ante órgano
incompetente. Los efectos interruptivos permanecerán
hasta que adquieran firmeza en sede administrativa,
según corresponda: (a) el acto administrativo que ponga
fin a la cuestión; (b) el acto administrativo que
declare la caducidad del procedimiento administrativo;
o (c) el acto administrativo que haga lugar al pedido
de desistimiento del procedimiento o del derecho.

• Igual efecto producirá la interposición de recursos o
acciones judiciales, aunque fueren deducidos ante
tribunal incompetente.



Requisitos esenciales del acto 

administrativo

• ARTÍCULO 7°. - Son requisitos esenciales del acto 
administrativo los siguientes:

• a)

• Debe ser dictado por autoridad competente y cuya voluntad no
esté viciada por error, dolo o violencia.

• b)

• Deberá sustentarse en los hechos y antecedentes que le 
sirvan de causa y en el derecho aplicable.

• c)

• El objeto debe ser cierto, física y jurídicamente posible; 
debe decidir todas las peticiones formuladas, pero puede 
involucrar otras no propuestas, previa

• audiencia del interesado y siempre que ello no afecte 
derechos adquiridos.



• d) Antes de su emisión deben cumplirse los
procedimientos previstos y los que resulten
implícitos del ordenamiento jurídico. Sin
perjuicio de lo que establezcan normas especiales,
se incluyen en estos últimos (i) el respeto a la
tutela administrativa efectiva de quienes pueden
ver afectados por el acto de alcance particular en
sus derechos o intereses jurídicamente tutelados;
y (ii) el dictamen proveniente de los servicios
permanentes de asesoramiento jurídico cuando el
acto pudiere afectar derechos o intereses
jurídicamente tutelados.



La Administración se 

abstendrá:
• a)

• De llevar a cabo comportamientos materiales que importen vías de hecho 
administrativas lesivas de derechos o intereses jurídicamente tutelados.

• b)

• De poner en ejecución un acto estando pendiente algún recurso
administrativo de los que, en virtud de norma expresa, impliquen la
suspensión de los efectos ejecutorios de aquél, o que, habiéndose resuelto
un recurso administrativo, no hubiere sido notificado.

• c)

• De establecer mecanismos electrónicos, informáticos o de otra naturaleza
que, mediante la omisión de alternativas u otros defectos o recursos
técnicos, tengan por efecto práctico imposibilitar conductas que no estén
legalmente proscriptas.

• D)

• De imponer por sí medidas que por su naturaleza exijan la intervención
judicial previa, tales como embargos, allanamientos u otras de similares
características sobre el domicilio o los bienes de los particulares



Silencio a ambigüedad ante exigencia 

de una norma de conformidad cuando 

medie actos de los particulares

• B) Cuando una norma exija una autorización u otra conformidad
administrativa (se elimina en senado) para que los particulares puedan
llevar a cabo una determinada conducta o acto, en el marco del ejercicio
de una facultad reglada de la Administración (agregado por Senado) al
vencimiento del plazo previsto para resolver sin haberse dictado
resolución expresa, el silencio tendrá sentido positivo. La estimación por
silencio administrativo tiene a todos los efectos la consideración de acto
administrativo finalizador del procedimiento.

• Este inciso no será de aplicación en materia de salud pública, medio
ambiente, prestación de servicios públicos o derechos sobre bienes de
dominio público, excepto cuando la norma específica aplicable otorgue
sentido positivo al silencio. La reglamentación podrá determinar otros
supuestos específicos en los cuales no sea de aplicación este inciso.

• Configurado el silencio en sentido positivo, el interesado podrá exigir la
inscripción registral, emisión de certificado o autorización
correspondiente en sede administrativa.

• Las disposiciones previstas en el inciso b) de este articulo comenzaran a
regir una vez aprobada la reglamentación correspondiente. Agregado por Senado



Silencio Positivo – decreto

reglamentario

• La Jefatura de Gabinete establecera un cronograma de implementacion del

silencio en sentido positivo.

• Las reparticiones de la Administracion Publica Nacional centralizada y

descentralizada deberan identificar y mantener actualizado el detalle de los

porcedimientos alcanzados por el silencio positivo.

• No alcanzara a los actos administrativos que excepcionalmente otorgan un

derecho frente a una prohibicion establecida por la normative

• Para la obtencion de una autorizacion reglada Debera tramitarse integramente

en formato digital a traves de TAD o la que se utilice.

• Si hay falta de cumplimiento por parte del administrado, se lo debera intimar

para que en 10 dias presente lo faltante, no se contara dicho plazo para la

configuracion del silencio positivo. Es falta grave del funcionario que no

intime a la regularizacion del tramite.

• Si la autorizacion se tramita ante una autoridad incompetente no se

configura el silencio positivo



Presunción de legitimidad y 

fuerza ejecutoria

• “ARTÍCULO 12.- El acto administrativo goza de presunción de legitimidad; 
su fuerza ejecutoria faculta a la Administración a ponerlo en práctica por 
sus propios medios, a menos que la ley o la naturaleza del acto exigieren 
la intervención judicial.

• La Administración sólo podrá utilizar la fuerza contra la persona o sus
bienes, sin intervención judicial, cuando deba protegerse el orden
público, el dominio público o tierras fiscales de propiedad del Estado
Nacional, incautarse bienes muebles peligrosos para la seguridad o
salubridad de la población o, en el caso de las Fuerzas Policiales o de
Seguridad, ante la comisión de delitos flagrantes.

• Los recursos que interpongan los administrados contra los actos
administrativos no suspenderán su ejecución y efectos, salvo norma expresa
que disponga lo contrario. Sin embargo, la Administración podrá, de oficio
o a pedido de parte y mediante resolución fundada, suspender la ejecución
por razones de interés público, cuando la ejecución del acto traiga
aparejados mayores perjuicios que su suspensión o cuando se alegare
fundadamente una nulidad ostensible y absoluta.



Derogacion de actos 

administrativos- Nueva figura.

• Los actos administrativos de alcance general

podrán ser derogados, total o parcialmente, y

reemplazados por otros, de oficio o a petición

de parte. Todo ello sin perjuicio de los

derechos adquiridos que pudieran haber nacido

al amparo de las normas anteriores y con

indemnización de los daños efectivamente

sufridos por sus titulares.



Impugnación judicial – acción 

contra el Estado-

incorporación del art 25 bis
• ARTÍCULO 25 bis.- Cuando en virtud de norma expresa la impugnación

judicial del acto administrativo deba hacerse por vía de recurso, el plazo

para deducirlo será de treinta (30) días hábiles judiciales desde la

notificación de la resolución definitiva que agote la instancia

administrativa. Quedan derogadas todas las prescripciones normativas

especiales que establezcan plazos menores.

• En ningún caso el órgano administrativo ante quien se interponga el

recurso judicial podrá denegar su procedencia, debiendo limitarse a

elevarlo al tribunal competente. Salvo que se hubiese fijado un plazo

menor, el plazo para la elevación del expediente será de cinco (5) días.

Si no se cumpliere este plazo, el interesado podrá ocurrir directamente

ante el tribunal judicial.

• En el recurso judicial deberá acompañarse la prueba documental y ofrecerse

todas las demás pruebas de que se intentare valer, cuya pertinencia y

admisibilidad será evaluada por el tribunal de conformidad con las pautas

previstas en el artículo 364 del Código Procesal Civil y Comercial de la

Nación.



• Cuando el acto administrativo recurrido hubiere

impuesto una sanción pecuniaria su cumplimiento

no podrá ser exigido como un requisito de

admisibilidad del recurso judicial. Quedan

derogadas todas las prescripciones normativas

que dispongan lo contrario.”


